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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-001-2007-01066-01
Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
SANDRA LILIANA CARDONA

Demandado

:
COLFONDOS PENSIONES 

Juzgado de Origen
: 
Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema                              : 
La mora del empleador en el pago de los aportes al Sistema General de Seguridad Social, no lo hace responsable del reconocimiento de la pensión, porque es obligación de las administradores de los fondos de pensiones adelantar las acciones de cobro de las cotizaciones retrasadas; sin embargo, para que prospere el reconocimiento de la pensión, el afiliado debe acreditar el cumplimiento de todos los requisitos dispuestos por la ley.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0019 
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los dos (02) días del mes de abril del año dos mil nueve (2009), siendo las tres y quince minutos de la tarde (03:15 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora SANDRA LILIANA CARDONA en contra de COLFONDOS PENSIONES. 

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 18 diciembre de 2008 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS COLFONDOS a reconocer y pagar en favor de la señora SANDRA LILIANA CARDONA y de su hija GILLEA VANESSA PÉREZ CARDONA, el derecho a la pensión de sobreviviente con pago retroactivo de las mesadas correspondientes desde la fecha del fallecimiento del señor ALFREDO PÉREZ QUINTERO y hasta el momento del respectivo fallo, con la correspondiente indexación e intereses moratorios.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

La accionante a través de representante judicial, manifiesta que convivió con el  señor ALFREDO PÉREZ QUINTERO en unión marital de hecho, desde el día 28 de febrero de 1985 y hasta el día de su fallecimiento, - 03 de febrero de 2005-,  y que de esta relación nació la menor GILLEA VANESSA PÉREZ CARDONA.

Se aduce que las demandantes cumplen con los requisitos establecidos en el artículo 46 de la ley 100 de 1993, modificado por el  artículo 12 de la ley 797 de 2003, para acceder al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, razón por la cual, la señora Sandra Liliana Cardona se presentó ante COLFONDOS para iniciar los trámites de reconocimiento de la pensión, la que le fue negada por la entidad, con el argumento de que el afiliado solamente reportaba 38.14 semanas cotizadas en los últimos tres años anteriores a su deceso y en su lugar ofreció la devolución de los dineros consignados en la cuenta de ahorro individual.

La entidad demandada adicionalmente argumentó que el señor GABRIEL LONDOÑO GUTIÉRREZ (empleador del fallecido Alfredo Pérez), no efectuó oportunamente las cotizaciones a que estaba obligado en su calidad de empleador, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 39 del Decreto 1406 de 1999, frente a lo cual, el apoderado de las demandantes expresa que el fondo de pensiones no podía aducir a su favor la mora del empleador para efectuar las cotizaciones, porque cuenta con las acciones de cobro respectivas en aplicación del artículo 13 del Decreto 1161 de 1994.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que manifiesta que no le constan la mayoría de los hechos expuestos en la demanda, y se atiene a lo probado en el decurso del proceso, del mismo modo se atiene al tenor literal de los hechos relacionados con la comunicación DCI-P-E-1993-07 del 27 de marzo de 2007, emitida por esta entidad, en la cual se rechaza la solicitud de la demandante. Se opuso expresamente a las pretensiones de la demanda por carecer de fundamentos fácticos y jurídicos y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA, COBRO DE LO NO DEBIDO Y FALTA DE CAUSA EN LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA”, “AUSENCIA DE DERECHO SUSTANTIVO, RESPONSABILIDAD DE UN TERCERO (MORA DEL EMPLEADOR)”, “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CUSA POR PASIVA”, “PRESCRIPCIÓN” y la “INNOMINADA o GENÉRICA”. Solicita la entidad la comparecencia al proceso del señor GABRIEL LONDOÑO GUTIÉRREZ como litisconsorte necesario conforme a lo establecido en el artículo 50 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, quien fuera empleador del fallecido ALFREDO PÉREZ QUINTERO y responsable de asumir una eventual pensión de sobreviviente a favor de las demandantes.

Dentro del mismo término, presentó escrito de llamamiento en garantía para vincular al proceso a la COMPAÑÍA DE SEGUROS BOLÍVAR S.A., con el fin de obtener que esa Compañía la suma adicional requerida para financiar el capital necesario para el eventual pago de la pensión reclamada por la demandante. 

III. CONTESTACIÓN DEL LLAMADO EN GARANTÍA 

La Compañía de Seguros Bolívar por medio de su representante respondió la demanda, aduciendo que no son ciertos algunos hechos de la demanda, asume como cierto otros tantos, ateniéndose a las pruebas, de otra parte se opuso a todas las pretensiones de la demanda, argumentando que no se cumplen a cabalidad los requisitos de ley para acceder a la pensión y que era responsabilidad del empleador realizar oportunamente los aportes al Sistema de Seguridad Social.
De otra parte, admitió la totalidad de los hechos expuestos en el llamamiento en garantía y se opuso a las pretensiones del mismo, manifestando que la aseguradora sólo estará llamada a responder en el evento en que el asegurado (Colfondos), sea judicialmente declarado responsable de hacer algún pago en relación al contrato de Seguro contenido en la Póliza Provisional de Seguros Colectiva de Invalidez y Sobrevivencia. 

Propuso como excepciones de fondo las que denominó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DE RECONOCER LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTE A LA DEMANDANTE POR NO REUNIR LOS REQUISITOS LEGALES PARA EL EFECTO”, ”CULPA O RESPONSABILIDAD EXCLUSIVA DEL EMPLEADOR LONDOÑO GUTIÉRREZ GABRIEL”, “LA MORA PATRONAL EN EL PAGO DE APORTES AL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES RADICADA EN CABEZA DEL EMPLEADOR INCUMPLIDO. LA OBLIGACIÓN DE ASUMIR SU TARDANZA”, “LOS EFECTOS DE LA MORA DEL EMPLEADOR NO SE HACEN EXTENSIVOS A LA ASEGURADORA”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “PRESCRIPCIÓN”, “BUENA FE”, y la “GENÉRICA”

IV. LA SENTENCIA APELADA

El proceso en principio correspondió por reparto al Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad, pasando luego a conocimiento del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión, donde se puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió condenar a LA COMPAÑÍA COLOMBIANA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS S.A. -COLFONDOS, al reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente a partir del 3 de febrero de 2005 y hacia futuro de manera vitalicia teniendo en cuenta los reajustes de ley, las mesadas adicionales y los correspondientes intereses moratorios a favor de la señora SANDRA LILIANA CARDONA, en calidad de compañera permanente del causante y de su hija la menor GILLEA VANESSA PÉREZ CARDONA. 
Declaró igualmente que la llamada en garantía, Compañía de Seguros Bolívar, debe responder en la parte que corresponda de acuerdo al contrato de seguro contenido en la Póliza Provisional Colectiva de Invalidez y Sobrevivencia.
Finalmente, declaró no probadas las excepciones de PRESCRIPCIÓN, INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA, FALTA DE CAUSA DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA y COBRO DE LO NO DEBIDO, propuestas por la demandada y la condenó en costas en un 100%.  

Para arribar a la anterior determinación, expresó que la situación se reduce a la mora en el pago de los aportes al Sistema General de Pensiones, lo que conlleva a que sea la administradora de fondos de pensiones la obligada a cubrir la prestación solicitada por demandante y no el empleador como da a entenderlo en la contestación de la demanda,  toda vez que cuenta con los mecanismos legales para obtener el pago oportuno de las cotizaciones, sin que esa omisión pueda ir en detrimento del trabajador afiliado y sus causahabientes. 

V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandada presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que el criterio actual y mayoritario de los tribunales del país, es que la cancelación tardía de los aportes con posterioridad al siniestro o muerte de afiliado trae como consecuencia para el empleador que debe asumir las obligaciones pensionales.
 Insiste en que los aportes dejados de pagar por el empleador y cancelados con posterioridad al deceso del afiliado afectan el Sistema General de Pensiones y constituyen mala fe de su parte, más aun cuando no dio parte a COLFONDOS del deceso del afiliado, entidad que no podía darse por enterada del hecho; argumentos que soporta en reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, para concluir que “la carga del reconocimiento de la pensión se ubica en cabeza del empleador incumplido”, porque la cancelación tardía de los aportes no satisface la exigencia de su cubrimiento oportuno.

Finaliza manifestando que el contrato de seguros suscrito con la llamada en garantía, Compañía de Seguros Bolívar S.A., tiene como uno de los elementos esenciales, el riesgo asegurable,  que lo es para el caso de las pensiones de sobrevivientes, el deceso de afiliado, por lo tanto, cuando se realizó el pago tardío de los aportes (julio de 2006), ya no existía el riesgo o siniestro, en razón a que el afiliado había fallecido en febrero de 2005 y para esa fecha, el afiliado no había cumplido los requisitos para dejar causado el derecho a la pensión de sobrevivientes.
Por su parte, la Compañía de Seguros Bolívar S.A. presentó recurso de apelación contra la misma decisión, reiterando que el causante no cumplió con el número suficiente de semanas cotizadas durante los tres años anteriores al deceso, ni con la fidelidad al sistema para dejar causado el derecho a la pensión de sobrevivientes.

Considera que la mora en el pago de las cotizaciones por parte del señor GABRIEL LONDOÑO GUTIÉRREZ, lo hace responsable de que el Sistema General de Pensiones a través de CITI COLFONDOS, no asuma el pago de la pensión y se le traslade la obligación de asumir el pago de la pensión solicitada por la demandante.

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a.  ¿La mora del empleador en el pago de los aportes al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, lo hace responsable del reconocimiento y pago del beneficio pensional? 
b. ¿Pueden ser computados los aportes efectuados por el empleador en forma extemporánea ante la administradora de fondo de pensiones, para acreditar la densidad de semanas de cotización requeridas para acceder a una pensión? 

c. ¿El a-quo, puede ordenar el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, aunque no se haya acreditado la fidelidad al sistema del afiliado que fallece, por parte de quien solicita el derecho?

3. Caso concreto:

Las pretensiones de la actora están encaminadas al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, con base en los lineamientos trazados por la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003.
Así las cosas los requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes, se encuentran enlistados en el artículo 46, que en lo pertinente se transcribe:

“ARTÍCULO 46. REQUISITOS PARA OBTENER LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES: Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes:

1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común que fallezca y,

2. Los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre y cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos años inmediatamente anteriores al fallecimiento y se acrediten las siguientes condiciones:

a) Muerte causada por enfermedad: si es mayor de 20 años de edad, haya cotizado el veinticinco por ciento (25%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte años de edad y la fecha del fallecimiento. (…) “. (negrillas para resaltar)


En el caso de marras, se encuentra acreditado y no fue motivo de censura que la actora actúa en calidad de compañera permanente del causante Alfredo Pérez Quintero, así como que procrearon a la menor Gillea Vanessa Pérez Cardona, con lo cual se acredita a la vez, la legitimación por activa de las demandantes.
El debate se concentra en definir si de acuerdo con el número de semanas cotizadas por el fallecido Pérez Quintero, y el período en que los aportes efectivamente fueron efectuados por el empleador, la administradora del fondo de pensiones puede exonerarse del reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes a favor de las demandantes, y en su lugar recaer tal obligación en cabeza del empleador, por haber sido éste el culpable en la mora en el pago de los aportes; así mismo se discute si el monto de las cotizaciones efectuadas por el afiliado fallecido, es suficiente para acreditar la fidelidad al sistema que exige el literal a) del numeral 2° del artículo 46 de la Ley 100 de 1993.

Se manifiesta en la decisión de primera  instancia que COLFONDOS S.A. debe reconocer y pagar a favor de las actoras la pensión de sobrevivientes deprecada, toda vez que es esa administradora de pensiones, la obligada de adelantar las acciones de cobro que sean necesarias para que se verifique la consignación oportuna de los aportes para pensión y de sus intereses moratorios, que se efectuaron con posterioridad a la muerte del empleado [fl. 7], amen que el legislador no ha previsto una sanción diferente a la de responder por el monto de los aportes y los intereses moratorios causados. 

Este tema ya ha sido objeto de análisis por esta Sala de Decisión, en los siguientes términos
:

“Para el caso objeto de análisis debe tenerse en cuenta el principio de legalidad, elevado a la categoría de constitucional [art. 29 C.N.], el cual es entendible como que a ninguna persona se le puede imponer más sanción que la que legalmente se haya previsto, pues lo contrario convertiría al juez en legislador. Desde este punto de vista es que, entonces, revisada la extensa legislación en materia de Seguridad Social aplicable al caso concreto, Fondos Privados, no se halla en contra del empleador que ha incumplido su obligación de realizar su aporte y de los trabajadores a su servicio, más que aquellas sanciones de que tratan los artículos 22 en su inciso final y 23 de la Ley 100 de 1993, 27 inciso 2° y 28 del Decreto 692 de 1994 y 12 inciso 2° del Decreto 1164 de 1994, consistente en el pago de un interés moratorio, igual al que rige para el impuesto sobre la renta y complementarios, amén de aquellas sanciones de carácter penal que pudiera caberle por retener dineros que ostentan una clara disposición pública.

Se reitera, ninguna otra sanción ha previsto el legislador para el empleador privado que incumple su obligación de pagar sus aportes y el de sus trabajadores que se encuentran afiliados al régimen no contributivo o de ahorro individual con solidaridad del sistema de seguridad social en pensiones como lo ordena la ley, lo que conlleva a que no pueda imponérsele una obligación no prevista de manera legal a su cargo por su conducta desplegada pues, igualmente, se itera, el artículo 8° del Decreto 1642 de septiembre 25 de 1995 se refiere al caso de no afiliación o de afiliación a cajas, fondos o entidades territoriales del orden nacional o territorial inhabilitadas para recibir nuevas afiliaciones a partir del 1° de abril de 1994.
Ahora, cuando el artículo 39 del Decreto 1406 de 1999, que derogó el 18 del Decreto 1818 de 1996, que había modificado el 21 del Decreto 326 de 1996, establece que las consecuencias derivadas de no presentar la autoliquidación de aportes, o de errores u omisiones en ésta o de no efectuar el pago de las cotizaciones, que afecten el cubrimiento del Sistema de Seguridad Social Integral o la prestación de los servicios a uno o más de los afiliados, serán responsabilidad exclusiva del empleador aportante, lo único que está indicando --para el evento sometido a estudio de la falta de los aportes al Sistema de Seguridad Social en Pensiones en el régimen no contributivo, aplicable a los fondos de pensiones y cesantías de carácter privado-- es que debe responder por el monto de los aportes y de los intereses moratorios causados en la forma misma que ha descrito el legislador, pues, a fuerza de volverse repetitivo, ninguna otra sanción de carácter legal se ha contemplado en el despliegue de su conducta irregular. Este criterio de esta Corporación tiene su fundamento, además, en que dicha disposición es de carácter reglamentario y jamás podía ir más allá del texto de la Ley 100 de 1993 que reglamenta. 

Por el contrario, es el mismo legislador quien estableció a cargo de las administradoras de fondos de pensiones y cesantías de carácter privado algunas obligaciones en relación con el trabajador dependiente afiliado y a manera de ejemplo pueden mencionarse entre otras las del literal h), artículo 14 del Decreto Reglamentario 656 de 1994, que refiere la obligación, que no mera facultad de las sociedades administradoras de fondos de pensiones, de “Adelantar las acciones de cobro de las cotizaciones retrasadas...”, dotándolas de mecanismos expeditos para ese efecto, pues simplemente les basta elaborar la respectiva cuenta de cobro por las sumas que se encuentren en mora las cuales prestarán mérito ejecutivo; esa misma obligación vuelve a ser repetida en el artículo 13 del Decreto 1161 de 1994 cuando dice que “Corresponde a las entidades administradoras de los diferentes regímenes entablar contra los empleadores las acciones de cobro de las cotizaciones que se encuentren en mora así como de los intereses de mora a que haya lugar, pudiendo repetir contra los respectivos empleadores por los costos que haya demandado el trámite pertinente, en los términos señalados en el literal h) del artículo 14 del Decreto 656 de 1994” [Resalta la Sala]. Acciones que “...deberán iniciarse de manera extrajudicial a más tardar dentro de los tres meses siguientes a la fecha en la cual se entró en mora...”, añade el siguiente inciso de la norma comentada.

Así mismo se previó, conforme al artículo 23 del D.R. 656 de 1994, que “Las entidades que administran fondos de pensiones deberán contar con los mecanismos que les permitan determinar en forma permanente la mora o incumplimiento por parte de los empleadores en el pago oportuno de las cotizaciones, de tal manera que puedan adelantar oportunamente las acciones de cobro de las sumas pertinentes” [resalte fuera de texto].”
Ahora bien, COLFONDOS S.A., debió dar aplicación al artículo 12 del Decreto 1161 de 1994, es decir, debió informar al trabajador afiliado acerca de la mora en el pago de los aportes al sistema de seguridad social, sin embargo, dentro del proceso ningún documento da cuenta que al señor Alfredo Pérez Quintero, la administradora le hubiera hecho saber acerca de la mora en que se encontraba su empleador, en cumplimiento del citado artículo; sólo aparece la comunicación de respuesta a la compañera supérstite del causante [fls. 11 y s.s.], mediante la cual se le niega el derecho a pensión de sobrevivientes por no encontrarse cotizando el señor Pérez Quintero al momento de su muerte, pues su empleador no canceló oportunamente los aportes, sino que por el contrario fueron efectuados “por el empleador LONDOÑO GUTIÉRREZ GABRIEL después de la fecha de fallecimiento del afiliado (…), como es 26 de julio de 2006, por lo cual no pueden ser tenidos en cuenta para el cumplimiento del requisito de las 50 semanas ni la fidelidad al sistema”.
Se encuentra acreditada igualmente la calidad de afiliado del causante, de acuerdo a lo expresado en el hecho 4° de la demanda, que encuentra sustento en la comunicación DCI-P-E-1993-07 (fl. 11), hecho que admite la demandada en la contestación a la demanda, al manifestar que se atiene al tenor literal de la misma; de acuerdo a ello, esto es a la calidad de afiliado del causante, resta por determinar el cumplimiento de las semanas exigidas por el artículo 46 de la Ley 100 de 1993, modificado por el 12 de la 797 de 2003.
En el caso del afiliado fallecido, se exige que dentro de los tres (3) años inmediatamente anteriores al fallecimiento hubiere cotizado cincuenta [50] semanas y acredite una fidelidad al sistema equivalente al 20% desde el momento en que cumplió 20 años de edad y el momento en que se produzca la muerte.

En cuanto al cumplimiento de las cincuenta (50) semanas de cotización dentro de los tres (3) últimos años anteriores al deceso del afiliado, se tiene que aunque el empleador – Gabriel Gutiérrez Londoño-, haya efectuado el pago de unos aportes de seguridad social con posterioridad a la fecha de fallecimiento de su empleado –Alfredo Pérez Quintero-, éstos tienen plena validez, porque el fondo de pensiones no hizo ninguna objeción al recibirlos.
En consonancia con lo anterior, se encuentra que el afiliado reporta 147,43 semanas de cotización dentro del período comprendido entre septiembre de 2000 y febrero de 2005, de conformidad con el contenido de su historia laboral o reporte de cotizaciones, visible a folio 39, y, 77,1428 semanas en los últimos tres años inmediatamente anteriores a su deceso, por lo que se encuentra acreditado con suficiencia este requisito.

Ahora, en lo relacionado con la fidelidad al sistema, con gran extrañeza encuentra esta Colegiatura que la funcionaria de primera instancia haya accedido a las pretensiones incoadas en la demanda, si no milita en el infolio prueba que permita deducir la fecha de nacimiento del señor Alfredo Pérez Quintero y con base en ella determinar la fecha en que cumplió los 20 años de edad, para de esta forma establecer si dentro del período comprendido entre el cumplimiento de esa edad y la fecha de su deceso, acreditaba el 20% de cotizaciones efectuados al sistema general de pensiones.

Sin embargo, del contenido del registro civil de nacimiento de la menor Gillea Vanessa Pérez Cardona (fl. 8) se extracta que al momento de efectuarse el registro, su padre Alfredo Pérez Quintero, contaba en esa fecha con 24 años de edad, lo que quiere decir que nació en el año 1967, aunque no se determina una fecha exacta.
Si en gracia de discusión tuviéramos en cuenta que el causante nació en ese año (1967), y colocáramos como fecha tentativa de nacimiento el 01 de enero de esa anualidad, hasta el 03 de febrero de 2005 –fecha del deceso-, transcurren un total de 6.513 días, de donde el 20%, corresponden a un total de 1.302,6 días, que representados en semanas arroja un total de 186,08 semanas, densidad de cotizaciones superior a las cotizadas durante toda la vida por el señor Pérez Quintero, que lo fue 147,43 (fl. 39), por lo que ha de afirmarse que el requisito de fidelidad al sistema no se encuentra satisfecho en el presente caso.
Resta por manifestar que era a la parte gestora de la acción judicial, de acuerdo con el principio general de la carga de la prueba [art.177 C.P.C.], a la que le competía demostrar que el de cujus Alfredo Pérez Quintero, dejó causado el derecho a la pensión de sobrevivientes, lo cual, por los medios probatorios allegados, no fue satisfactoriamente cumplido, deviniendo la revocatoria de la sentencia de primera instancia, en atención a los argumentos de la alzada interpuesta tanto por la demandada COLFONDOS, como por la llamada en garantía, Compañía de Seguros Bolívar S.A., en el sentido que no tenía la fidelidad al sistema exigidos por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003.

A tono con lo discurrido el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
R E S U E L V E:

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida el 18 de diciembre de 2008 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira, dentro del proceso Ordinario promovido por SANDRA LILIANA CARDONA contra la COMPAÑÍA COLOMBIANA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.-COLFONDOS-, por las razones expuestas en esta providencia. 

SEGUNDO.- En consecuencia, DENEGAR las pretensiones de la demanda por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO.-CONDENAR en costas a la parte demandante en ambas instancias. Liquídense por Secretaría

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

� Sentencia del 03 de Diciembre de 2003. Acta N° 179. M.P. Dr. Jairo Londoño Jaramillo.





